
Cómo citar el artículo

Número completo

Más información del artículo

Página de la revista en redalyc.org

Sistema de Información Científica Redalyc

Red de Revistas Científicas de América Latina y el Caribe, España y Portugal

Proyecto académico sin fines de lucro, desarrollado bajo la iniciativa de acceso
abierto

Alteridades
ISSN: 0188-7017
ISSN: 2448-850X

Universidad Autónoma Metropolitana, División de Ciencias
Sociales y Humanidades

Ruiz Lagier, Rocío
Políticas de la memoria Intersecciones entre la antropología y los derechos humanos*

Alteridades, vol. 32, núm. 64, 2022, Julio-Diciembre, pp. 9-21
Universidad Autónoma Metropolitana, División de Ciencias Sociales y Humanidades

DOI: https://doi.org/10.24275/uam/izt/dcsh/alteridades/2022v32n64/RuizL

Disponible en: https://www.redalyc.org/articulo.oa?id=74776069002

https://www.redalyc.org/comocitar.oa?id=74776069002
https://www.redalyc.org/fasciculo.oa?id=747&numero=76069
https://www.redalyc.org/articulo.oa?id=74776069002
https://www.redalyc.org/revista.oa?id=747
https://www.redalyc.org
https://www.redalyc.org/revista.oa?id=747
https://www.redalyc.org/articulo.oa?id=74776069002


ALTERIDADES, 2022, 32 (64): Págs. 9-21 
https://doi.org/10.24275/uam/izt/dcsh/alteridades/2022v32n64/RuizL

Políticas de la memoria 
Intersecciones entre la antropología 

y los derechos humanos*

Memory policies 
Intersections between anthropology 

and human rights

ROCÍO RUIZ LAGIER**

	 *	Artículo recibido el 06/04/21 y aceptado el 17/06/22.
	**	Universidad Autónoma Metropolitana, Unidad Iztapalapa, Departamento de Antropología. Av. Ferrocarril San Rafael 

Atlixco núm. 186, col. Leyes de Reforma 1 A sección, Iztapalapa, 09310 Ciudad de México <rruizlagier@yahoo.com.mx>.

Abstract
In this article the relationship that has been established 
between Mexican anthropology and the defense of hu-
man rights is addressed, and from there the role that 
this discipline might have on the search for truth and 
justice in the country is analyzed. To this end, initially 
the theoretical discussion over violence is mentioned; 
after which the need for the construction of a critical re- 
search methodology that involves the assembling of 
reparation scenarios and the assurance of non-repetition 
is reflected upon. Finally, a proposal that anthropology  
must contribute to the creation of memory policies that 
contribute to the construction of a fairer and more dem-
ocratic social model in Mexico is proposed.
Key words: memory politics, violence, reparation and 
justice politics, human rights

Resumen
En este artículo se aborda la relación que se ha esta-
blecido entre la antropología mexicana y la defensa de 
los derechos humanos, y desde ahí se analiza el papel 
que la disciplina puede tener en la búsqueda de verdad 
y justicia en el país. Para ello, primero se da cuenta  
de la discusión teórica sobre las violencias; después se  
reflexiona en torno a la necesidad de construir una me- 
todología de investigación crítica que se involucre en la 
constitución de escenarios de reparación y de garan- 
tía de no repetición. Finalmente, se plantea que la  
antropología debe contribuir a la creación de políticas de  
memoria que coadyuven a la construcción de un mo- 
delo social más justo y democrático en México.
Palabras clave: políticas de la memoria, violencias, 
políticas de reparación y justicia, derechos humanos
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Por realidad se entenderá

aquello que regresa después 

de su olvido temporal

y hace valer sus derechos.

Peter Sloterdijk, 

Estrés y libertad

Introducción

Hasta hace unos años, el tema de las políticas de 
la memoria –entendidas como acciones delibera-

das establecidas por los gobiernos u otros actores que 
buscan transmitir, reinterpretar o valorizar ciertos as-
pectos significativos del pasado (Groppo, 2002; Vinyes, 
2018)– era prácticamente inexistente en México. Dicha 
situación contrasta con lo ocurrido en naciones que 
vivieron sucesos violentos –como las dictaduras del sur 
del continente o los conflictos armados en Centroamé-
rica– y en las cuales hace tiempo que existen políticas 
públicas de reparación que procuran la búsqueda de 
verdad, justicia y memoria. No obstante, en México no 
había habido una necesidad generalizada de revisar 
un pasado violento que no ha sido incorporado a la 
historia oficial; me refiero en concreto a la política de 
desaparición y terrorismo de Estado que ha prevale- 
cido desde la década de los sesenta en el país. Si bien 
años atrás se empezaron a hacer trabajos que analizan 
la violencia política vivida desde hace décadas (Aguayo, 
1997; Rangel Lozano y Sánchez Serrano, 2015; Caste-
llanos, 2007), en un esfuerzo por tender un puente con  
la violencia en el contexto actual, hay que señalar que 
son trabajos puntuales donde, en la mayoría de los 
casos, la antropología ha quedado relegada. 

Ciertamente, la antropología mexicana tiene ya un 
camino recorrido en el estudio de la violencia (Her- 
nández Castillo, 2010; Castro Neira, 2017; De Marinis, 
2015; Sierra, Hernández y Sieder, 2013), viéndose in-
mersa en un debate continuo sobre su caracterización 
como disciplina aplicada, comprometida –incluso mili- 
tante– y la necesidad de teorizar en torno a ella (Speed, 
2006). En este debate, la urgencia de hablar e involu-
crarnos en la construcción de escenarios de reparación 
y de garantía de no repetición quedó relegada. No así la 
participación en mecanismos de aplicación de justicia 

de otra índole (como pueden ser los peritajes, la par-
ticipación con traductores, etcétera), propios de otro 
marco teórico y metodológico dentro de la antropología 
jurídica. De esta forma, el abordaje de estas violencias 
estructurales (Hernández Castillo, 2013) ha tenido 
una temporalidad marcada por la inmediatez y por la 
urgencia de la violencia extrema del momento, donde 
mirar hacia atrás puede ser leído como una suerte  
de revisionismo histórico, sin llegar a conceptualizar 
el proceso de construcción y transmisión de memorias 
no sólo como una forma de lucha y resistencia (Vezze-
tti, 2003), sino de construcción de paz y justicia. Una 
paradoja de la disciplina, sin duda, pues la memoria 
ha sido siempre “materia prima” de nuestro trabajo, 
sin embargo, no se había considerado materia de re-
flexión epistemológica hasta hace muy poco tiempo1 
(Ruiz, 2019). 

Partimos del hecho de que hay formas de violencia 
que se cruzan con otras desigualdades estructurales 
(la violencia de género, el racismo y la discriminación, 
por citar algunas) que parecieran estar borradas de la 
memoria social; esto nos lleva a plantear que, de algún 
modo, lo que ha habido en México es una política del 
olvido que pretende ocultar o desaparecer las hue- 
llas materiales e inmateriales de ciertos acontecimien-
tos del pasado. Tal política se ha basado y estructura- 
do desde un discurso histórico oficial posrevolucionario 
que describe al Estado mexicano como protector, libe-
ral y democrático; es decir, se podría pensar que este 
discurso se fundamenta sobre lo que Castillejo (2017) 
llama una narrativa de posconflicto y, por lo tanto, 
de transición, pues dice romper con ciertas formas de 
violencia estructurales. Empero, el caso de México es 
peculiar, ya que no ha habido un reconocimiento –po-
lítico y social– sobre el conflicto de origen. Con toda 
seguridad, el discurso posrevolucionario trascendió y 
repercutió en las representaciones sociales de sucesos 
violentos del pasado reciente del país, instaurando una 
suerte de ilusión o mito del Estado democrático como 
narrativa oficial,2 que impidió reconocer y confrontar 
los hechos dolorosos y vergonzosos del pasado.

Por lo anterior, me parece significativo que se co
mience a hablar de reparación del daño, de la no repe-
tición, de la justicia y la verdad en el contexto actual 
de violencia desbordada, y que no haya emergido antes 

1	 El trabajo Antropología de la memoria de Joël Candau (2006) es una referencia importante, pues si bien gran parte del 
texto se centra en analizar las bases filosóficas y psicológicas del estudio de la memoria, dialoga permanentemente con 
lo que llama la ambivalencia de la memoria, es decir, la cara oculta del olvido presente en todo el furor reciente del mne-
motropismo.

2	 Pensemos en el término de transición democrática en México, el cual alude a la política de la segunda mitad del siglo xx 
cuando hubo alternancia política, así como en el mito del país refugio que recibía a miles de exiliados de distintas partes 
del mundo. Pero no se habla de la represión que el Estado ejerció de manera constante, a través de las fuerzas castrenses, 
contra aquellos movimientos y personas que se opusieran al sistema y representaran una amenaza al orden establecido.
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para afrontar violencias “pasadas”. Estos conceptos son 
elementos de un lenguaje transicional global (Vélez, 
2017: 433) característico de un escenario de cambio 
social (como el que se ha dado en Colombia, Perú o Gua- 
temala), pues así como la violencia instaura una lógica 
social y un lenguaje, el proceso de reconciliación del 
escenario transicional también establece un lenguaje 
propio. Castillejo define los escenarios transicionales 
a partir del momento en que la sociedad desea romper 
con formas de violencia que se tienen incorporadas –si 
bien no siempre es posible conseguirlo– y “emerge la 
promesa de una nueva sociedad” (2017: 6). La tempo
ralidad es un factor relevante, ya que el planteamien-
to de un cambio social se presenta después de una 
ruptura con la estructura social del conflicto,3 por 
eso en el lenguaje transicional se habla de poscon-
flicto y posviolencia, al tiempo que se transita hacia 
un nuevo escenario social. Sin embargo, lo que hoy 
sucede en México está lejos de ser un momento de 
transición, más bien estamos ante una insuficiencia 
para nombrar las muchas y variadas violencias coti-
dianas que vivimos, y una dificultad por reconocer de 
manera institucional un pasado violento (en el cual 
hubo múltiples violaciones a los derechos humanos: 
desaparición forzada, vuelos de la muerte y ejecucio-
nes en cárceles clandestinas, entre otras), previo a la 
actual crisis de derechos humanos.4

El discurso político de los derechos humanos emer-
gió de eventos geopolíticos muy concretos (genocidios, 
dictaduras militares y conflictos armados) que han 
sido abordados con amplitud por diferentes autores 
y disciplinas (Elster, 2006; Jelin, 2003; Stavenhagen, 
1988). La antropología y los derechos humanos tienen 
su historia propia, en la cual una discusión central 
ha sido la universalidad de ciertos valores culturales, 
por lo que, como apunta Speed (2006: 74), “la relación  
de la antropología con los derechos humanos ha estado 
cargada de las contradicciones filosóficas inherentes 
al universalismo y al relativismo”. Sin embargo, a fi-
nales del siglo xx, “‘los derechos’ emergieron como el 
terreno en el que se ubicarían casi todas las luchas 

por la igualdad y la justicia social” (Grandin, 2004 cit.  
en Speed, 2006: 76), de modo que la antropología co-
menzó a intervenir activamente en la documentación 
de abusos y violaciones a los derechos humanos con la  
intención de coadyuvar a la ejecución de acciones lega-
les. En la actualidad, el debate se sitúa en la necesidad 
de construir una metodología de investigación crítica 
que dé cuenta tanto de la discusión teórica como de 
una praxis comprometida. 

En este tenor, lo que hoy nos interesa analizar es 
el papel que la antropología puede tener en un tra-
bajo colaborativo de rescate de memorias, búsqueda 
de verdad y justicia, y discutir si esta labor se puede 
realizar de cara a la construcción de un saber transi-
cional (Castillejo, 2017). El discurso de los derechos 
humanos, del respeto a la diversidad y de la transi- 
ción democrática apunta a una utopía todavía inal
canzable, y precisamente uno de los mecanismos y 
herramientas que contribuyen para alcanzar este nue- 
vo modelo social lo constituyen las políticas de la 
memoria.5 

Ahora más que nunca resulta indispensable discutir 
y reflexionar sobre los paradigmas de cambio social 
en los que trabajamos en cuanto sociedad, así como 
la relación que ese modelo de cambio social tiene con 
nuestro pasado. Discurrir sobre el sentido de las po-
líticas y las acciones sociales mnemónicas actuales, 
definiendo qué recursos legales, políticos y cultura- 
les tenemos para lidiar con nuestro pasado, nos permi-
tirá deconstruir violencias heredadas que se vinculan 
con las violencias presentes.

¿Qué son las políticas de la memoria?

Después de uno de los episodios más vergonzosos y 
dolorosos del siglo xx, como fue la Shoah –o genocidio 
judío–, hubo una necesidad generalizada en Occidente 
por revisar su pasado. A este episodio se sumó el tra- 
bajo de investigación y reflexión en torno a las expe-
riencias de dictaduras militares latinoamericanas y 

3	 Castillejo (2017: 8) define el escenario transicional como un momento liminal, pues se trata de un proceso de cambio de 
estado en el que hay una suerte de estatus intermedio, o transitorio, donde cohabitan comportamientos y sentidos con-
tradictorios –incluso opuestos–, ya que las estructuras que dan sentido están en plena transformación.

4	 Es muy relevante que en el informe histórico de la Fiscalía Especial para Movimientos Sociales y Políticos del Pasado, 
creada en 2002 durante el gobierno panista de Vicente Fox, se pretendió cambiar la categoría de desaparición forzada  
por la de privación ilegal de la libertad, además de omitir los apartados sobre crímenes de guerra (Montemayor, 2010; Vé
lez, 2017). Es decir, el Estado está dispuesto a hablar de la desaparición forzada del presente, pero no de la del pasado.

5	 Pensemos en el caso de Argentina, donde, desde 1993, el Equipo de Antropología Política y Jurídica investiga sobre las 
formas de manifestación de la violencia institucional punitiva y su vinculación con organismos de derechos humanos y co- 
lectivos sociales que demandan justicia (Sarrabayrouse Oliveira y Garaño, 2019). O el trabajo realizado en Colombia o 
España, donde la antropología forense ha jugado un papel importante en torno al fenómeno de la desaparición y los pro-
cesos de construcción de verdad y memoria (Monsalve Vargas e Isaza Peláez, 2011); e incluso repercutiendo en procesos 
judiciales, como en el caso de Guatemala.
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conflictos armados en la segunda mitad del siglo xx  
(Jelin, 2002; Huyssen, 2002). La cuestión no sólo 
consistía en recordar ese pasado violento, sino en 
analizar los procesos de rememoración y de transmi-
sión como parte de una transición social. Un elemento 
fundamental en este proceso era que desde el apara- 
to estatal hubiese una política de reconocimiento de 
los hechos violentos del pasado, lo cual conduce a una 
eventual batalla por la memoria pública. Tales procesos 
memorísticos convergieron con el movimiento global 
de lucha por los derechos humanos (un fenómeno que 
se desarrolló en paralelo tanto en los ámbitos judicial 
y académico como en el de la movilización social) que, 
en esencia, buscaban democratizar países con regíme- 
nes dictatoriales o autoritarios. 

Se ha definido como política de la memoria “una 
acción deliberada, establecida por los gobiernos o por 
otros actores políticos y sociales con el objetivo de  
conservar, transmitir o valorizar el recuerdo de deter-
minados aspectos del pasado considerados particu-
larmente significativos” (Groppo, 2002: 192). Por lo 
tanto, es un instrumento, un objetivo y un programa 
para revisar un pasado incómodo, doloroso, negativo 

(Vinyes, 2018). Estas políticas de la memoria pueden 
ejecutarse de muy diversas formas: en juicios de críme-
nes del pasado, en conmemoraciones y rituales, en la 
creación de instituciones encargadas específicamente 
de preservar la memoria colectiva, en la construcción de 
espacios designados como lugares o sitios de memoria, 
o a través de mecanismos de resarcimiento del daño. 
Existen numerosos ejemplos de países (Argentina, Co- 
lombia, Chile, Uruguay y España, entre otros) que 
como parte de sus políticas de memoria en momentos  
transicionales han erigido museos, memoriales, mo-
numentos e instituciones destinadas a revisar su pa- 
sado.6 En México, como veremos más adelante, las 
pocas iniciativas memorísticas que ha habido hasta 
el día de hoy han surgido, prácticamente, de la socie-
dad civil: el museo Casa de la Memoria Indómita, los 
antimonumentos, las intervenciones espaciales como 
performances y la colocación de placas conmemorativas 
han sido fruto de una lucha social por el reconocimien- 
to del daño y el terror de Estado ejercido sobre sectores 
de la población desde hace décadas.

Una de las cuestiones más complicadas en cuanto 
a políticas de reconocimiento del pasado es que la so
ciedad lo asuma como propio. Al respecto es interesante 
señalar que no se trata sólo de una oposición ideoló- 
gica reducida a bandos opuestos en conflictos polí
ticos puntuales; a veces la negación se remonta a una 
historia de violencia estructural (como sucede, por 
ejemplo, con las poblaciones afrodescendientes),7 que 
dificulta la aceptación del dominio ejercido, pues se 
encuentra por completo naturalizado. La aplicación  
de políticas de la memoria tiene por objetivo no sólo 
una revisión histórica, sino también la democratiza-
ción de un país a través de la memoria, la verdad y 
la justicia. Eso supone una ruptura con el sistema  
de impunidad que ha protegido a los responsables de  
diversos crímenes y violaciones de los derechos hu-
manos.

La cuestión entonces es preguntarnos qué capaci-
dad de agencia tenemos los sujetos en las prácticas de  
rememoración, de memorialización y de búsqueda 
de verdad y justicia, y qué papel pueden desempeñar 
las distintas ciencias sociales en este proceso, pues 
gestionar las políticas de la memoria significa gestio-
nar las batallas por la memoria dentro de un orden 
político-social.

6	 En Argentina hay casos emblemáticos de reutilización de espacios que fueron usados para tortura, como el Centro Cultu
ral de la Memoria Haroldo Conti en Buenos Aires, ubicado en la ex-Escuela de Mecánica de la Armada, que fue uno de los 
principales centros clandestinos. En Colombia y en Chile existe el Museo de la Memoria; en Cataluña se ubica un Museo del  
Exilio.

7	 Un caso interesante es el de la Comisión Nacional de la Verdad de la Esclavitud Negra en Brasil, la cual sienta un prece-
dente en cuanto a la temporalidad e historicidad de la violencia (Castillejo, 2017: 16).
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En las políticas de memoria, la noción de recuerdo 
es central. Pese a ello, resulta indispensable el diálogo 
con otras disciplinas –como la filosofía y la psicología– si 
queremos entender ciertos elementos de la evocación. 
“Por ejemplo, los vínculos existentes entre la moti-
vación del sujeto y la memoria; pensemos cómo se  
lleva a cabo la rememoración de un recuerdo gracias a 
la evocación de recuerdos contiguos en el tiempo o en 
el espacio determinado” (Candau, 2006: 20). Así, en el 
acto de la rememoración, la temporalidad se modifica. 
El recuerdo es, entonces, un instante ahistórico de 
emociones presentes implicadas en el acto imaginativo 
del pasado (Reguillo, 2000; Reyes, Muñoz y Vázquez, 
2013). Rossi (2003) propone que dicha rememoración  
implica un acto de voluntad y, en ese sentido, el acto 
de recordar conlleva un esfuerzo, por lo que podríamos 
plantearlo –si bien él no lo sugiere de esa manera– como 
la capacidad de agencia (por ejemplo, de las víctimas).

El proceso de enunciación de sucesos dolorosos 
ha sido estudiado bajo el concepto de trauma social; 
asimismo, la construcción del relato y del testimonio 
ha constituido una trascendente línea de investigación. 
Aquí me parece relevante apuntar el trabajo que la 
antropología tiene por hacer: un trabajo de acompaña
miento fundamental que no se limite a aspectos legales, 
sino, por el contrario, que enfatice los procesos emo-
cionales. Explorar la dimensión emocional mnémica 
en contextos de violencia, por ejemplo, la relación de 
las emociones y la memoria intergeneracional de fa-
milias en situaciones de desplazamiento forzoso que 
derivan en éxodos o exilios masivos. Los individuos 
recrean y transmiten imaginarios idealizados de los lu- 
gares de origen cargados de diversas emociones, y di- 
cha transmisión es una suerte de herencia cultural 
emotiva que se va reproduciendo y transformando en  
cada una de las generaciones atravesadas por el des-
plazamiento. 

En los procesos de construcción de memoria, propo-
ne Nadia Seremetakis (1994), la dimensión emocional 
constituye una parte esencial de una conmemoración 
del sentido de lugar, la cual se intensifica cuando éste 
se pierde. La desmaterialización de la memoria se da 
cuando no hay un país al cual regresar, un cuerpo 
que enterrar o un sitio emblemático que visitar; ante 
esa ausencia, las emociones se convierten en el terri-
torio de la memoria. La destrucción de lugares de la 

memoria representa una manera de tratar de imponer 
el olvido social (Groppo, 2002: 194), en virtud de que 
la memoria, para conservarse y transmitirse, recu-
rre, entre otras cosas, a las huellas materiales (en el 
sentido que propone Ricoeur, 2004). Evidentemente, 
no basta con no dejar rastros, pues hay memorias 
latentes que emergen en coyunturas políticas, pero 
quiero subrayar que la transmisión generacional de 
la memoria se modifica a partir de las políticas de re
conocimiento u olvido. 

En el escenario brutal de las desapariciones ac-
tuales en el país,8 la antropología forense ha cobrado 
relevancia, y la disciplina se ha enfocado en colaborar 
en el campo de la búsqueda de desaparecidos9 (que, 
sin duda, es una crisis en términos de violaciones a los 
derechos humanos urgente de resolver); no obstante, 
existen diversos caminos de acción (académica, políti- 
ca y social) en el proceso de construcción de memoria, 
verdad y justicia en los que la antropología puede 
incidir, piénsese en la forma de analizar un hecho so- 
cial violento o en la realización de propuestas de ins-
trumentos de reparación (como las comisiones de la 
verdad o los espacios de memorialización).

El ámbito público de las políticas de la memoria 
dedica un significativo espacio a la conmemoración (a 
través de fechas o aniversarios) que, mediante la re- 
petición colectiva, acaba produciendo hitos en la histo
ria y en la memoria social. El ámbito de la memoria-
lización –las huellas en el espacio público a través de 
monumentos, placas, memoriales– también es una 
forma de materializar la memoria (Jelin, 2002: 54), 
por lo que se ha convertido en un terreno de disputa y  
confrontación. Un caso es el Memorial de Víctimas de la 
Violencia realizado por el gobierno de Felipe Calderón 
en la Ciudad de México –el primer proyecto oficial en 
memoria de víctimas de la violencia en México–, el cual 
intentó “monumentalizar” su política de seguridad 
conocida como “la guerra contra el narcotráfico” (Gu-
tiérrez, 2019: 16), y que fue cuestionado e intervenido 
por diferentes organizaciones sociales ante la negati-
va de poner nombres de las víctimas. La decisión de 
colocar un monumento, una placa o un memorial es  
parte de una lucha por el reconocimiento público en 
el que suele haber conflicto por su significación. Las 
narrativas que acompañan la memorialización se pro-
ducen desde diferentes lugares de enunciación; a veces 

8	 De acuerdo con la Comisión Nacional de Búsqueda, en mayo de 2022, son 100 000 las personas desaparecidas y no lo-
calizadas.

9	 Un ejemplo es el trabajo que realiza el Grupo de Investigaciones en Antropología Social y Forense, que desarrolla investi
gaciones orientadas a la comprensión del fenómeno de la desaparición forzada de personas en el contexto mexicano 
reciente; y busca la colaboración entre la academia y las organizaciones civiles que trabajan por el acceso a la justicia y 
la verdad. Al respecto, quisiera destacar su proyecto sobre historias de vida de buscadoras en Sinaloa, pues aborda otra 
línea colaborativa del quehacer antropológico.
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el relato está ligado al lugar, a un acontecimiento o  
a un personaje. Desde los estudios de crítica cultural, 
la sociología de la cultura ha abordado las maneras en 
que estos “artefactos culturales” materializan el con- 
flicto10 (Young, 2000a; Jelin y Langland, 2003; Gutié-
rrez, 2019); pero hace falta trabajo de investigación y 
acompañamiento en torno al proceso social de duelo, 
de confrontación y de sanación que se da a través de 
la memorialización.

Las batallas de la memoria se ganan en la esfera de 
lo público, para lo cual se requiere un espacio en don- 
de confrontar, visibilizar o legitimar todas las memo-
rias, aunque con el paso del tiempo se lleven a cabo 
nuevos procesos de significación del pasado y haya 
interpretaciones nuevas. Las disputas por la memoria, 
entonces, ocurren en distintos territorios: en las fron-
teras, en las fosas clandestinas, en las lenguas que se 
revitalizan, en lugares que fueron cárceles o centros 
de detención, en los restos de una mina derruida, en 
los cuerpos tatuados, o en las aceras donde se colocan 
antimonumentos. Las tensiones se producen porque 
suele haber una resistencia institucional por reconocer 
y sanar las irrupciones del pasado. Hay una resistencia 
innegable a remover memorias materiales e inmateria-
les (el caso de los monumentos de colonizadores que  
últimamente han sido derribados en diferentes lugares 
del mundo lo demuestra).

Cuando se interviene un espacio monumental, las 
instituciones suelen pensar en la restauración espa-
cial, pero no en la social. Restaurar y sanar heridas 
sociales también debe ser un objetivo primordial de  
las políticas de memoria. Como ejemplos actuales es- 
tán la lucha de organizaciones de familiares de desa
parecidos para que una glorieta ubicada en una de  
las avenidas emblemáticas de la Ciudad de México sea  
nombrada Glorieta de los Desaparecidos,11 o la dis-
cusión que han suscitado las intervenciones hechas 
por colectivas feministas al Ángel de la Independencia 
en la misma ciudad; las distintas acciones generaron 
un debate social en torno al abuso y la violencia es-
tructural que se ejercen cotidianamente en el país. 

Está claro que, según lo que entendamos por vio-
lencia, emergerá una visión de lo que es el acto repa-
rativo y la herida de sanar (Castillejo, 2017). En ese 
sentido, plantear las políticas de la memoria en clave 
de derechos humanos ha sido fundamental: derecho a 

la memoria, derecho a la verdad y derecho a la justicia. 
El involucramiento que desde la disciplina se puede 
tener para el ejercicio de cada uno de ellos supone un 
reto metodológico y epistemológico. 

Políticas de la memoria 
y derechos humanos 

A finales del siglo xx, después de sufrir numerosas dic-
taduras y conflictos armados, Latinoamérica se subió 
al tren de los derechos humanos. Las protestas ante  
la represión y el terrorismo de Estado, por parte de 
activistas y organizaciones sociales y religiosas, con-
formaron un movimiento en defensa de los derechos 
humanos que representaron una revolución paradig-
mática (Jelin, 2003: 5). Si la lucha de clases había sido 
la utopía de las revoluciones sociales ocurridas décadas 
atrás, ahora un movimiento con un nuevo lenguaje 
de derechos humanos se implantaba. La denuncia de 
violaciones a los derechos básicos y la exigencia al Es- 
tado para garantizarlos supuso una resignificación de 
las violencias estructurales (Stavenhagen, 1988). A  
esas demandas se le sumaría, como un pilar del mo-
vimiento, el reclamo de verdad y justicia.

En 1997 se tipificaron los derechos a la verdad, la 
justicia y la reparación como parte de los Principios 
contra la Impunidad promulgados por la Comisión de 
Derechos Humanos de la Organización de las Nacio- 
nes Unidas (onu). El derecho a la memoria apareció 
como un elemento necesario para la efectividad de  
tales derechos, debido a que supone la documentación, 
preservación y transmisión de testimonios orales, es-
critos y digitales. La memoria resulta un instrumento 
primordial en el campo de la justicia, pues al contribuir 
al conocimiento y transmisión de la “verdad” de cier-
tos sucesos, coadyuva a que el sistema de impunidad 
no se prolongue en el tiempo (Cabrera, 2013: 175). En 
ese aspecto posee una dimensión ético-moral que no 
se limita a su dimensión individual, sino que alcanza 
a toda la sociedad en su derecho a saber, que a su 
vez implica el deber de recordar que tienen tanto el 
Estado como la sociedad. 

En este contexto, la lucha por la memoria se convir
tió en un nuevo campo de acción para múltiples acto- 
res sociales (familiares, víctimas, organizaciones civi-

10	Los trabajos en torno a los monumentos sobre el genocidio judío (Young, 2000b), los museos de la memoria en diferentes 
países del Cono Sur (Jelin, 2003; Achugar, 2003), y los trabajos de Cristina Híjar González (2018) y Blanca Gutiérrez 
(2019) sobre México y los antimonumentos son muestra de ello.

11	La Glorieta de la Palma (conocida así por la palmera que hasta hace poco estaba ahí ubicada, la cual se marchitó a causa 
de una plaga y tuvo que ser retirada) ha sido renombrada por integrantes de colectivos y familiares de desaparecidos, 
intentando reapropiársela, colocando fotos de sus familiares desaparecidos y letreros; sin embargo, las autoridades los 
retiraron y colocaron vallas para que el espacio sea inaccesible.
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les y religiosas), además de un campo de investigación 
en distintas disciplinas. Los estudios de las memorias 
surgen como un posicionamiento político, una prácti- 
ca y una conciencia de la rememorización. La consigna 
Nunca más (título del informe de la Comisión Nacional 
sobre la Desaparición en Argentina, que fue retomado 
por organizaciones de derechos humanos de diversos 
países y que asimismo se encuentra en el emblemá-
tico lema del movimiento zapatista “Nunca más un 
México sin nosotros”) se apoyó en el imperativo de  
la no repetición; en ese sentido, los movimientos de los  
derechos humanos han abanderado el derecho a la 
memoria como una lucha contra el olvido, pero también 
como la búsqueda del esclarecimiento de la verdad. 

El derecho a la verdad se basa en aceptar el dere
cho de las víctimas a conocer las circunstancias y 
responsabilidades de los crímenes que se sufrieron. 
En cuanto un derecho humano, no tiene definido sus  
límites, aunque posee un sentido histórico que supo- 
ne romper con la cultura de la impunidad y, en casos 
como el mexicano, de la invisibilidad de delitos come-
tidos en el pasado, para, de esta forma, construir a su 
vez las bases de una cultura democrática.

La diferencia entre el derecho a la memoria y el 
derecho a la verdad es que en el primero puede haber 
multiplicidad de significados. La lucha entre memorias 
disidentes o antagonistas supone que “hay una lucha 
política activa acerca del sentido, del sentido de lo 
ocurrido y también acerca del sentido de la memoria 
misma” (Jelin, 2003: 16). La memoria es un bien pú-
blico que se disputa, pero que asimismo se “recupera”, 
se institucionaliza y se patrimonializa. Hasta ahora, el  
derecho a la memoria no cuenta con una norma jurídi-
ca internacional de carácter vinculante, sin embargo, 
se ha convertido en un requisito indispensable como 
medida de reparación de víctimas.

Por su parte, el proceso de reconocimiento de la 
verdad como derecho humano ha sido lento y largo. 
Encontramos su origen en los Convenios de Ginebra 
de 1949 (que trataban la protección de personas civiles 
en tiempo de guerra), pero hasta 2006 se confirma 
como un derecho autónomo e inalienable (Cabrera, 
2013: 174), no obstante, falta el reconocimiento for-
mal y expreso (Bernales, 2016). En un inicio estuvo 
vinculado a la condición de personas desaparecidas 
y procesos que se desarrollan dentro de conflictos 
armados, aunque más adelante fue ampliado a otras 
violaciones graves como la tortura. En la actualidad, 
podemos decir que el derecho a la verdad no sólo es 
emergente, sino que es un derecho bien consolidado y  
hay diferentes formas de darle realidad. El Estado  
está obligado a adoptar mecanismos que garanticen su 
ejecución, teniendo por objetivos facilitar procesos de  

reconciliación, prevenir la repetición y contribuir a 
la rendición de cuentas. Se trata de un derecho que 
requiere de la exposición y del reconocimiento público, 
es decir, el sentido de verdad debe ser compartido y 
legitimado públicamente. Ejemplo de ello son las comi-
siones de la verdad, que constituyen un instrumento 
de reparación importante.

Las comisiones de la verdad son un instrumento 
que ha incidido notablemente en las políticas de me-
moria, en el derecho a la memoria y a la verdad; se 
crearon para develar la violencia que Estados autori-
tarios ejercieron y practicaron bajo el velo del secreto 
y la oscuridad. Por lo general, son instituciones que 
tratan de garantizar tanto independencia como repre-
sentatividad, de modo que las “credenciales” de los 
miembros le dan credibilidad a su trabajo y producen 
una narrativa de las violaciones no sesgada. Sin duda, 
es una valiosa contribución al campo de la justicia 
transicional. Las comisiones formalizan el derecho de 
la verdad de las víctimas, pero lo hacen extensivo al  
resto de la sociedad, así que también ha sido reconocido 
como un derecho colectivo (Cabrera, 2013). 

La verdad debe ser vista como un elemento im-
prescindible para la reparación del tejido social. Esto 
conlleva que, a partir de la verdad, puede haber un 
trabajo de duelo, de conmemoración y de reparación 
colectiva. El derecho a la verdad camina en paralelo al 
derecho a la justicia, sin embargo, hay instituciones 
que impiden llegar a la verdad, como el caso de la 
amnistía y los indultos que implican “olvido y perdón”. 
Si bien la amnistía es un instrumento utilizado en 
contextos de violencia y transición, son muchas las 
críticas y dudas que despierta, en tanto que una de  
las consecuencias de su aplicación es la desaparición 
de sanciones para los responsables de violaciones a  
los derechos humanos. En ese sentido, la amnistía, 
lejos de restaurar y ayudar a sanar a la sociedad, puede 
prolongar el sistema de impunidad; no obstante, hay 
quien defiende que una amnistía puede aplicarse en 
beneficio de individuos o grupos que han sido respon
sabilizados por cierto tipo de delitos (contra la salud, 
por ejemplo).

La idea de reconciliación a través del perdón ha 
estado presente en diversos escenarios de posconflic- 
to (Sudáfrica, España, Colombia). Para entender el pro- 
ceso de reconciliación social hace falta analizar el 
perdón desde el ámbito del poder, ya que es el Estado 
quien otorga el perdón (si bien hay escenarios de justicia 
restaurativa donde se le proporciona esa facultad a la 
víctima o, incluso, a la sociedad). El diseño de un me- 
canismo de perdón en el que haya participación ciuda-
dana le daría mayor legitimidad, pues sería la sociedad 
–y no el Estado– quien ponderaría el derecho a la paz 
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sobre el derecho a la verdad y la justicia. De ma- 
nera que si, como afirmaba Foucault (1980: 187), “la 
verdad no se halla fuera del poder… [y] se produce 
en virtud de múltiples formas de coacción”, entonces 
debemos analizar los modos en que los dispositivos de 
poder son productores de verdad (Castro, 2016). Sin 
que esto signifique que la dimensión ética y política de 
los sujetos en su capacidad de acción no sea tomada 
en cuenta. Un análisis de este tipo nos permitirá mi-
rar la construcción de la verdad no sólo en su sentido 
histórico, sino también político y filosófico.

La noción de verdad y su búsqueda:
una disyuntiva antropológica

La cientificidad de la antropología se ha visto perma-
nentemente cuestionada, ya sea por el debate sobre el 
relativismo cultural, la universalidad de los derechos 
culturales o, en fechas más recientes, por la discusión 
sobre la construcción del conocimiento antropológi- 
co. Esto ha llevado a una reformulación epistemológica, 
al punto de cuestionar la condición explicativa de la 
disciplina y de “cualquier inferencia generalizadora, 
y reducir la elaboración teórica a la emisión de con-
clusiones probables y provisionales sobre materiales 
siempre fragmentarios y contradictorios” (Delgado, 
2000: 2). Esta tendencia ha privilegiado la visión inter-
pretativa de la disciplina, pues, si no podemos llegar a  
una conclusión general de determinada realidad, aca-
bamos cuestionándonos la verdad misma. 

El conocimiento antropológico se ha definido, sobre 
todo, como conjetural y particular, pero la cuestión de  
fondo es “si la interpretación es o no una actividad 

descifradora que nos permite acceder a alguna for- 
ma de realidad” (Delgado, 2000: 13). Si partimos del 
hecho de que la realidad es polisémica, y para leerla 
debemos hacer uso de distintos recursos, entonces  
la antropología proporciona una estrategia metodoló-
gica para su interpretación y la construcción del co-
nocimiento de la realidad y la verdad. La antropología 
tiene, por ende, la posibilidad de aportar herramien- 
tas no sólo para repensar el pasado, sino también para 
gestionar el presente. Uno de los instrumentos está 
relacionado con su “potencial heurístico al aportar ele- 
mentos conceptuales para entender la realidad con-
flictiva y los fenómenos violentos” (Monsalve Vargas 
e Isaza Peláez, 2011: 9).

Cuando hablamos y describimos la realidad, la 
noción de verdad se encuentra de manera implícita. 
Un acontecimiento se puede describir y analizar des-
de diferentes dimensiones (política, social, cultural), 
y por supuesto existe la descripción fáctica que se 
sostiene en los referentes espaciotemporales para la 
construcción del acontecimiento. Dicha descripción 
pasa por la elaboración de evidencias, pero también 
hay una narrativa subjetivada (Jelin, 2002: 87) rela-
cionada con la experiencia de cada persona. Sin duda, 
la fidelidad del recuerdo es un elemento que determina 
cómo se construye el testimonio de una vivencia, por 
lo cual este proceso de construcción de verdad –en su 
dimensión objetiva y subjetiva– conlleva un trabajo 
con la memoria.

Como apunté antes, el recuerdo se reproduce y 
se institucionaliza dentro de una estructura social, 
constituyendo así un orden político (Reguillo, 2000), 
de modo que no sólo se institucionaliza la memoria (a 
través de rituales cívicos y religiosos), también se ofi- 
cializa la verdad. En la historia reciente de México po-
demos señalar varios sucesos en los que se ha librado 
una lucha por la memoria, como las desapariciones 
durante la guerra sucia o la verdad histórica en el caso 
Ayotzinapa. Desde las posiciones de poder diversos 
actores intentan apropiarse del pasado colectivo me-
diante el control y manejo de distintas políticas de las 
memorias. En dichas batallas se enmarcan procesos 
de búsqueda de verdad, reparación y justicia. 

Uno de los aspectos que me parece fundamental 
abordar desde la disciplina es el despojo de memorias 
que han sufrido comunidades y pueblos. La emergencia 
del contexto de violencia actual nos ha impedido calcu
lar el despojo histórico, en términos de apropiación  
de la memoria y la verdad histórica, que durante siglos 
han resistido pueblos originarios (tal es el caso de  
los pueblos afrodescendientes, ya mencionado). El 
deber que tienen los Estados de proteger la memoria 
colectiva está plasmado en los Principios contra la Im- 
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punidad (promulgados en 1997 por la Comisión de 
Derechos Humanos de la onu), en los cuales se esta-
blece que:

el conocimiento por un pueblo de la historia de su opre-

sión forma parte de su patrimonio, y por ello se debe 

conservar adaptando medidas adecuadas en aras del 

deber de recordar que incumbe al Estado para preser- 

var los archivos y otras pruebas relativas a violaciones de 

los derechos humanos y el derecho humanitario y para  

facilitar el conocimiento de tales violaciones. Esas me-

didas deben estar encaminadas a preservar del olvido la 

memoria colectiva y, en particular, evitar que surjan tesis 

revisionistas y negacionistas. 

En estos principios del derecho internacional, 
la memoria es reconocida como un patrimonio que 
debe salvaguardarse. Tal postulado nos plantea una 
serie de cuestionamientos que van desde el peligro de 
la patrimonialización de la memoria, hasta la posi- 
ble exigencia de reparación por el despojo sufrido. Unas 
políticas de la memoria que reconozcan ese despojo 
tendrían que poner énfasis en la verdad como funda
mento de la reparación, lo cual tiene un elemento éti- 
co implícito, pues se presupone que conocer los he-
chos “verídicos” del pasado involucrará un cambio en 
las acciones colectivas que conlleven al deseo de no  
repetición. Para la antropología, la búsqueda de ver-
dad representa un reto y un conflicto, sin embargo, la 
disciplina posee competencias que le permiten incidir 
en investigaciones y realizar acompañamientos en los 
procesos de reparación y justicia. 

Los trabajos sobre el derecho a la verdad, la justi-
cia y la reparación tienen décadas en Latinoamérica, 
empero, en México, la política del silencio prevaleció 
durante todo el siglo xx, lo que retrasó su estudio y 
desarrollo, hasta que la emergencia del contexto actual 
obligó a la antropología y otras disciplinas a mirar la 
realidad desde otros ángulos, replanteándose objeti-
vos y metodologías. Al respecto, el papel de la antro-
pología en el estudio de la violencia y la aplicación de 
justicia ha cobrado especial relevancia; en particular, 
la antropología forense está jugando un rol cardinal. 
No obstante, son muchos los trabajos que quedan por 
ser impulsados alrededor de la reconstrucción de la 
memoria y el derecho a la verdad.

¿Políticas de memoria en México? 
Una larga historia de abusos 
que no recordamos

La historia de México en el siglo xx está marcada por 
una política militar que urge investigar, no sólo por una 
conciencia histórica o interés particular, sino por la  
imperiosa necesidad de visibilizar a las víctimas igno-
radas de esa época que no han tenido ningún tipo de 
reconocimiento y resarcimiento del daño sufrido. El 
discurso que se construyó sobre el México posrevo-
lucionario contribuyó a la elaboración del mito de un 
país pacífico y democrático, narrativa que se mantuvo 
prácticamente durante el siglo xx (Ruiz, 2019), hasta 
el levantamiento zapatista en 1994. Empero, durante 
la segunda mitad del siglo, llegó a haber más de una 
treintena de guerrillas en todo el país (Castellanos, 
2007) y, a pesar de ello, ninguno de estos movimien- 
tos armados fue reconocido por el Estado. Por medio 
de una política de negación o desprestigio se estableció 
una batalla por la memoria colectiva que, siguiendo a 
Pollak (2006), representa un trastocamiento de la 
historia, debido a que se instaura una memoria de 
la dominación, al tiempo que se gesta una memoria 
local clandestina (Ruiz, 2019).

A partir de entonces, la violencia del Estado estuvo 
dirigida sobre todo a atacar a las guerrillas urbanas, 
rurales y a sus bases de apoyo (Rangel Lozano, 2015: 
14).12 En estos años, el escenario internacional fue 
asimismo desolador (en ocho países sudamericanos 
se instauraron dictaduras militares), y precisamente 
en este contexto se consolidó la narrativa de México 
como un país generoso y pacífico que abría las puertas 
a miles de personas perseguidas en otros países, aun-
que en la política nacional se condujera en un sentido 
opuesto. Después de las dictaduras latinoamericanas 
de los años setenta surgieron movimientos en defen- 
sa de los derechos humanos (Jelin, 1995) que lucharon 
por crear comisiones de la verdad, recopilar testimonios 
y presentar denuncias. En ese momento, las desapari-
ciones forzadas (Robledo, 2016) se colocaron como un 
tema central de los derechos humanos, pero México 
parecía no formar parte de ese escenario internacional. 
Empero, como sucedía en otras naciones, las madres 
de los desaparecidos comenzaron la búsqueda de sus 
hijos y sentaron las bases para los movimientos de  

12	En un periodo de la historia del país que después sería conocido como la guerra sucia (uno de los episodios más sinies-
tros de la historia mexicana, durante el cual el gobierno violó el Estado de derecho sistemáticamente), se efectuaron 
múltiples agresiones y violaciones a los derechos humanos que sólo han trascendido en la historia oral local (matanza de 
Iguala, 1962; masacre de copreros en Acapulco, 1967; represiones del movimiento estudiantil de Sonora y ocupación mi- 
litar de la Universidad Michoacana). Durante más de 20 años, las cárceles clandestinas fueron escenario de torturas y 
ejecuciones, ahí se trasladaba a la gente que había sido aprehendida en detenciones masivas y arbitrarias. El Campo 
Militar número 1 –el centro militar más grande del país– fue centro de detenciones, torturas, asesinatos y desapariciones 
por décadas.
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los derechos humanos y la transformación de la na-
rrativa de la violencia en el país.

¿Reparación o perdón?

La decisión de preservar ciertos elementos del pasado 
y eliminar otros entraña por fuerza una jerarquización 
simbólica de los hechos; por eso se plantea que toda 
política de memoria es también una política de olvido 
(Groppo, 2002: 193). Empero, hay ciertas políticas de 
olvido explícitas, como los casos de la amnistía, que 
son una forma política y jurídica de decretar un ol- 
vido social. El objetivo no sólo es “perdonar” aconteci-
mientos juzgados, sino modificar el significado de los 
hechos y “borrarlos” de la memoria social. Tal resul-
tado se obtiene al evitar que se evoque y rememore lo 
sucedido, lo cual puede conseguirse, por ejemplo, al  
desaparecerlo de la historia oficial, o eliminando testi-
monios y registros. Una manera de fabricar el olvido es 
borrar las huellas, no dejar indicios, deshacerse de todo 
tipo de documentación (una muestra es, en México, el 
silencio oficial en torno a la actuación del ejército en  
actos de represión a la población y la imposibilidad  
de acceder a sus archivos). De ahí la trascendencia del 
testimonio, un espacio en el que la antropología ha tra- 
bajado desde hace tiempo. 

En México, hay algunos antecedentes de políticas 
del perdón y olvido que han fracasado.13 En 2002, el 
gobierno creó una Fiscalía Especial para Movimientos 
Sociales y Políticos del Pasado, es decir, optó por la vía 
judicial, teniendo como resultado la exoneración del 
expresidente Echeverría por las matanzas de 1968 y 
1971, pues se consideró que los delitos habían prescri-
to, por lo que las órdenes de aprehensión por genocidio 
eran improcedentes. La fiscalía fue abolida en 2006, 
pero el suceso es significativo no sólo porque evidencia 
la impunidad en el sistema político, sino porque, a 
pesar de que la masacre de Tlatelolco representa uno 
de los episodios de la historia reciente del país más 
presentes en la memoria colectiva, no hubo una mo-
vilización relevante por parte de la sociedad civil que  
protestara por la exoneración; está claro que la bús-

queda de verdad y justicia no era un asunto que la so- 
ciedad mexicana demandara en ese momento.

Para entender la narrativa sobre la violencia actual 
debemos investigar su articulación con el aparato dis
cursivo del pasado, y analizar por qué ciertos eventos 
del pasado se inscriben con más facilidad en la memoria 
que otros (Castillejo, 2005) y cuáles mecanismos se 
utilizan para construir silencios históricos. En espe
cial debemos preguntarnos cómo puede consolidarse  
un cambio social, si la segregación y la desigualdad no  
forman parte de las discusiones de lo que constitu-
ye el pasado violento que permanece en el presente 
(Castillejo, 2017: 16).

Políticas de la memoria 
para los desaparecidos de ayer y de hoy

Actualmente pueden advertirse cambios en torno a las 
políticas de la memoria en México. Una de las accio-
nes que se han llevado a cabo ha sido la de realizar 
“peticiones de perdón” por violaciones a los derechos 
humanos que son responsabilidad del Estado.14 Tales 
gestos políticos tienen una carga simbólica importante 
y deben ser entendidos como parte de un proceso de 
reparación. De igual manera, la instalación de distin-
tas marcas de memorias, como los memoriales y pla-
cas, se ha convertido en una acción constante en esta 
administración. Una muestra de esta nueva política 
de memoria y verdad es el proyecto gubernamental 
Sitios de Memoria, que se propone diseñar una red 
de espacios donde, a través de diversos instrumentos 
(archivos históricos, sitios de memoria, exposiciones), 
se den a conocer violaciones a los derechos humanos 
cometidas en el pasado reciente.15 Asimismo, en octu
¡bre de 2021 se creó la Comisión para el Acceso a la Ver- 
dad, el Esclarecimiento Histórico y el Impulso a la 
Justicia de las violaciones graves a los derechos huma-
nos cometidas de 1965 a 1990, que tiene por objetivo 
efectuar las acciones necesarias para el esclarecimien- 
to de la verdad, el impulso a la justicia, la reparación 
integral y el derecho a la memoria, dentro de la com-
petencia de la administración pública federal. Entre 

13	En 1976 se publicó una iniciativa de ley de amnistía dirigida a intelectuales o a cualquier persona acusada de invitación 
a la rebelión, sedición o resistencia cometida en el movimiento estudiantil de 1968. Esta amnistía, que no iba dirigida a 
guerrilleros, sería ampliada un par de años más adelante, pero al no reconocer las causas legítimas de rebelión, se imposi
bilita un reconocimiento y juicio a los asesinos de la matanza del 68. Tres décadas más tarde, en el año 2000, el nuevo go-
bierno panista se comprometió a crear una Comisión de la Verdad para investigar abusos y crímenes cometidos en el pa- 
sado, sin embargo, no llegó muy lejos, pues rápidamente salieron a la luz quienes llamaron a no remover el pasado ni 
buscar venganzas.

14	El gobierno federal ha ofrecido disculpas a familiares de desaparecidos (Ayotzinapa), a presos políticos (San Pedro Tlanix-
co), a víctimas de masacres (Acteal, Allende), a víctimas de persecución y criminalización, a la periodista Lydia Cacho, a los  
pueblos maya y yaqui por los agravios cometidos en su contra.

15	El sitio de memoria Circular de Morelia es un ejemplo interesante de esta nueva política: un edificio que fue lugar de 
desaparición y tortura durante la guerra sucia y que hoy funciona como un memorial.
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esos propósitos se plantea dignificar la memoria de 
las víctimas y la reparación del daño. Estos pasos son 
indispensables en el avance de la justicia restaurativa 
y también para que el sistema de impunidad propio del 
sistema político mexicano no siga perpetuándose. Con 
todo, no deja de preocupar la falta de participación de 
profesionales de la antropología en el tema.

Las acciones que distintos colectivos y actores so-
ciales han llevado a cabo como parte de las exigencias 
de justicia al Estado mexicano merecen una lectura di- 
ferente. Me refiero a las intervenciones que grupos de 
la sociedad civil han realizado en el espacio público: 
marchas, misas, performances, exposiciones y colo-
cación de placas y antimonumentos. Estos nuevos 
actores –militantes de la memoria–, con sus acciones, 
participan de la disputa simbólica por la memoria. Los 
diversos colectivos y organizaciones que han surgido 
en la última década en la que se desató la crisis de 
violencia y desapariciones en el país (el Movimiento por 
la Paz con Justicia y Dignidad; múltiples colectivos de 
buscadoras de personas y familiares desaparecidos: 
colectivos por la memoria) construyen cotidianamente 
espacios de producción y circulación de memorias. 

Algunas prácticas de memorialización son en es-
pecial interesantes, como los antimonumentos. Éstos 
consisten en una instalación o una obra artística, ela-
borada por grupos de la sociedad civil, que recuerda 
un hecho violento y traumático al que el Estado no  
ha dado respuesta (por ejemplo el caso de los estu-
diantes desaparecidos de Ayotzinapa o los miles de 
feminicidios). La obra es colocada en el espacio público 
y ni su creación, instalación y mantenimiento están 
a cargo del Estado;16 en ese sentido representa una 
memoria disidente. Estos artefactos son la expresión 
material de la agencia que tienen nuevos agentes de 
la memoria, y podrían ser nombrados como lo que al
gunos autores han denominado emprendedores de la 
memoria (Jelin, 2002). También ha habido iniciativas 
desde del ámbito del arte y la cultura, como el Recetario 
para la memoria (un libro que recopila recetas de los 
platillos favoritos de los familiares desaparecidos), o 
Bordados por la Paz e Ilustradores por Ayotzinapa, que 
se articulan de forma colaborativa con las víctimas, los 
familiares y la sociedad en general. Estas iniciativas 

tienen la particularidad de que evocan de manera sen- 
sorial la memoria (visualmente en el caso de los bor-
dados, fotos e ilustraciones, y a partir del gusto en el 
caso de las recetas), y que en cada una de estas accio- 
nes hay un sentido ético y de responsabilidad com-
partida.

Conclusiones

La memoria tiene una relación añeja con la antropo-
logía (mediante la recuperación de relatos, canciones, 
entrevistas, testimonios, etcétera), pero lo que urge 
colocar sobre la mesa de análisis y debate es cómo la 
memoria se configura en cuanto dispositivo político 
y jurídico que, además, permite que ésta sea leída 
como un deber y como un derecho. Este instrumento 
produce y reproduce relaciones sociales, generando 
nuevos espacios de significados (Reyes, 2009, cit. en 
Reyes, Muñoz y Vázquez, 2013) y de actuación, por 
ejemplo nuevas estrategias jurídicas y políticas, tanto 
para la denuncia como para la reparación social.

La posibilidad de explorar una pluralidad de memo-
rias, procedentes de diversos sectores y reproducidas 
en diferentes escalas (locales, regionales, nacionales) 
nos permite abordar lo que se ha denominado contra-
memorias o memorias subalternas. Estas políticas de 
las memorias se reproducen en los discursos cotidianos 
trascendiendo el ámbito institucional, construyendo 
una suerte de contrapolíticas de la memoria. Preci-
samente, una de las cuestiones que ha generado más 
interés en relación con la memoria está asociada a los 
procesos de transmisión a las nuevas generaciones: 
cómo funciona, qué sucede cuando se interfiere en 
este proceso, cómo se enmiendan los silencios y cómo 
se acompaña en ellos. Distintos autores han hablado 
del deber de memoria (Huyssen, 2002), apelando a 
la responsabilidad colectiva y a un vínculo que se 
sostiene, en buena medida, en la solidaridad social. 
A este respecto las y los antropólogos podemos con-
tribuir al campo de los estudios de la memoria desde 
la construcción de nuevas metodologías, ayudando a 
transmitir y construir una memoria –si es posible– más 
democrática. Si las políticas de la memoria determi-

16	Hoy en día hay siete antimonumentos en la Ciudad de México: 1) El primero se colocó en 2015 meses después de la  
desaparición de los 43 estudiantes de la escuela normal de Ayotzinapa. 2) En 2017 se colocó el que rememora a los 49 ni-
ños que murieron en 2009 en el incendio de la guardería ABC en Hermosillo. 3 y 4) En 2018 se colocó un antimonumento 
por la muerte de 65 mineros en la mina Pasta de Conchos (2009), y el Comité 68 instaló un memorial por la matanza de 
estudiantes en Tlatelolco. 5 y 6) En 2019 se colocó La Antimonumenta, que remite a los feminicidios, y un antimonu-
mento frente a la embajada de Estados Unidos para recordar la matanza de 72 migrantes en San Fernando, Tamaulipas 
(2010). 7) En 2021, por el 50 aniversario del “Halconazo” se colocó un antimonumento que recuerda la matanza de los 
estudiantes. Podría sumarse un octavo antimonumento por el secuestro de dos jóvenes en Guerrero, pero éste en particu
lar no comparte el proceso de creación y organización colectiva de los otros seis. Estas acciones ilustran la articulación 
entre memoria y espacio público, aunque eso habrá que analizarlo en otro momento.
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nan acciones públicas que confrontan a la sociedad 
con el pasado, entonces disponen de la capacidad de 
reproducir, cuestionar o modificar un orden social 
(Reyes, Muñoz y Vázquez, 2013). El contexto político 
actual da cuenta de la emergencia de nuevas prácticas 
de memorialización. Pensar una política pública que 
se origina desde el desacuerdo sobre los hechos del 
pasado implica el reconocimiento de la lucha pública 
por las memorias. 

La aportación de la disciplina en cuanto al estudio 
de la memoria pasa por el conocimiento y análisis de 
las distintas dimensiones de la experiencia. El conoci-
miento de la corporización de las historias (sobre todo 
la de aquellos sujetos/as que han sido invisibilizados) 
y la materialización de las memorias puede ayudar, 
sin duda, a construir un relato histórico y político en 
el que se escuchen muchas voces. Es un imperativo 
ético trabajar en el reconocimiento del despojo de la 
memoria y en el acompañamiento de estos nuevos pro- 
cesos; un trabajo de esta índole nos conducirá a cues- 
tionar tanto las preguntas de la antropología y las 
prácticas de investigación, como la construcción misma 
del conocimiento antropológico.
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